En la Ciudad de Mar del Plata, a los 12 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-1316-MP1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. PALLAVICINI SANTIAGO y otros s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:
ANTECEDENTES



I. El 02-02-2009 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Mar del Plata rechazó el planteo de tercería de dominio incoado por el Sr. Luis María Stanzione (art. 25 de la ley 13.406 y arts. 36, 97 y ccdtes. del C.P.C.C.).


II. Con fecha 06-02-2009 se presenta el tercerista planteando recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el mentado pronunciamiento. La presentación fue proveída a fs. 125, decidiéndose el rechazo del recurso de revocatoria y concediéndose en relación la apelación interpuesta en subsidio (art. 25 de la ley 13.406 y arts. 240, 2º párr. del C.P.C.C.), disponiéndose también la remisión del expediente a esta Alzada.

III. Puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente 

CUESTIÓN



¿Es fundado el recurso de apelación de fs. 118/119?


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:



I.1. El sentenciante de grado fundó el rechazo del pedido de tercería de dominio sosteniendo que del cotejo entre lo manifestado por el tercerista en su escrito, la documentación aportada (donde constaba ser dueño del inmueble registrado bajo la nomenclatura Registral: Circunscripción IV, Sección U, Quinta 5, Parcela 6, Partida Inmobiliaria 069-13083-1, partido de Mar Chiquita) y el informe de dominio del inmueble cuya venta en subasta pública había sido ordenada (registrado bajo la nomenclatura Registral: Circunscripción IV, Sección U, Quinta 18, Parcela 6, Partida Inmobiliaria 069-10614, partido de Mar Chiquita), surgía que el bien embargado no resultaba ser el inmueble en el que se fundaba la presunta tercería.



Como consecuencia de ello, no encontró reunidos los requisitos expresamente establecidos por los arts. 97 y ccdtes. del C.P.C.C. y rechazó la pretensión del incidentista.


2. En los fundamentos del recurso, el pretensor reconoce que no obstante la falta de coincidencia del bien a subastar con aquel cuya titularidad ostenta, la tercería resultaba procedente y necesaria debido a que fue el inmueble de su propiedad el registrado por A.R.B.A. como generador de la deuda fundamento del título ejecutivo traído al proceso.



Entiende -por esta circunstancia- que el documento acompañado a fs. 8 es inhábil al presentar un sinnúmero de irregularidades, persiguiéndose por esta razón su declaración de nulidad.



En su visión nada obsta a que lleve adelante el planteo de tercería de dominio, alegando todo tipo de excepciones y defensas permitidas, ejerciendo su legítimo derecho de defensa, solicitando además la nulidad de la ejecución atento las irregularidades que presenta el documento que se ejecuta.


Asegura que lo expuesto en su escrito de presentación demuestra –sin lugar a dudas- que A.R.B.A. ha estimado erróneamente la dimensión, ubicación y valuación de la superficie edificada en su inmueble, cuyos valores sirven de fundamento para liquidar el tributo que se ejecuta por el presente apremio.



Desde tal plataforma reeditó su pedimento original, pese a que ni la sentencia ni la subasta ordenada a fs. 48/49 tendrían efectos en el inmueble de su propiedad, e insiste en la necesidad de declarar la nulidad de todo lo actuado.


II.1. Con el objeto de clarificar la solución que he de proponer al Acuerdo, estimo necesario rememorar el derrotero procesal del presente apremio.


a) Con fecha 02-03-2005 la apoderada fiscal presentó formal demanda de apremio contra los Sres. Pallavicini Santiago y Fughetti Luis reclamando el pago del Impuesto Inmobiliario supuestamente adeudado por el bien: Partida 069-013083, inscripto en la matrícula 010614 del partido 069 y catastrado como: Circ. 04, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6; por la suma de pesos CUARENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y SEIS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 49.436,78), con más el interés aplicable (v. fs. 10 vta.), según el título ejecutivo N° 122.776 que acompañó al demandar.


b) A fs. 12, con fecha 14-03-2005 el magistrado de grado dictó su primera resolución ordenando librar contra los ejecutados mandamiento de intimación de pago, disponiendo asimismo el embargo preventivo del inmueble denunciado como de propiedad de los demandados.


Esta última manda fue cumplida a fs. 21/23 sobre el inmueble matrícula 069-10614, Catastro IV, Sección U, Qta. 18, Parc. 6. El Registro de la Propiedad Inmueble informó que “se previene que surge como IV, U, Quinta 18, Parcela 6. Se previene que el bien consta inscripto a nombre de: Pallavicini Santiago y Figuetti Luis”.  


c) A fs. 36/40 obran cédulas de notificación –bajo responsabilidad de la parte actora- dirigidas a los demandados donde se los pone en conocimiento de la traba de embargo sobre el bien nomenclatura catastral: Cir. 04. Sección U, Quinta 5, Parcela 6, matricula 010614.


d) Con fecha 1-11-2006 el juez de grado dictó sentencia de trance y remate mandando llevar adelante la ejecución fiscal contra el Sr. Santiago Pallavicini y Luis Fighetti por la suma de PESOS CUARENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y SEIS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 49.436,78) –monto total del título ejecutivo- con más los intereses legales que corresponden (art. 95 del código Fiscal).



e) A fs. 42/47 la apoderada fiscal acompaña: 1) copia informática del registro del inmueble identificado como Pdo. 69, Cir. 4, Sec. U, Quinta 5, Parcela 6, Partida 13083, donde obra el detalle de su valuación fiscal; 2) Certificado de anotaciones personales de los señores Pallavicini y Fighetti y 3) informe de dominio del inmueble Matricula 10614, Circ. IV, Secc. U, Quinta 18, Parc. 6.


El día 2-12-2008 el juez de la instancia, de acuerdo a lo previsto en el art. 16 de la ley 13.406, dictó el decreto de venta en pública subasta del inmueble Matrícula N° 069-010614, nomenclatura catastral: Circ. 4, Sección U, Quinta 18, Parc. 6, del Partido de General Pueyrredon.



f) Con fecha 12-12-2008 se presenta el Sr. Luis María Stanzione planteando una tercería de dominio, solicitando la suspensión de la subasta y la declaración de nulidad de lo actuado en el expediente.


En el cuerpo del escrito denuncia su legitimación pasiva fundada en que es el dueño del lote 6, manzana 18, nomenclatura catastral: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6, Partida Inmobiliaria N° 069-13083-1 del Partido de Mar Chiquita. Acredita dicha titularidad con un contrato de cesión de derechos celebrado entre aquél y la Sra. Ríos. Seguidamente relata que el bien inmueble debió ser subdividido, trámite realizado con presentación en la Oficina de Catastro, resultando adjudicatario del lote 6, manzana 18, nomenclatura catastral: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6, Partida Inmobiliaria N° 069-13083-1 –objeto de estos autos- y el lote contiguo denominado parcela 3B de la quinta 5, nomenclatura catastral: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 3b, Partida Inmobiliaria N° 069-13081, ambos del Partido de Mar Chiquita. 


Denuncia que en el año 2002 se decidió a escriturar el bien, siendo informado en la Agencia de la anterior Dirección General de Rentas que el inmueble Lote 6 de la manzana 18, Nomenclatura catastral Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6, Partida Inmobiliaria N° 069-13083-1 del Partido de Mar Chiquita presentaba una deuda que ascendía a la suma de PESOS VEINTICUATRO MIL SETECIENTOS TREINTA ($ 24.730,=), registrándose una superficie edificada de cuatrocientos setenta metros cuadrados y una valuación fiscal de PESOS CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS SESENTA Y SEIS ($ 442.966,=).


Afirma que en el año 2003 presentó un descargo administrativo, solicitando el revalúo catastral con la intención de pagar los impuestos correspondientes sobre el inmueble y así poder escriturar el bien.



Revela que la deuda ha sido actualizada ascendiendo a PESOS CIEN MIL CIENTO NOVENTA Y CUATRO CON SETENTA CENTAVOS ($ 100.194,70), como consecuencia de la modificación del valor de la valuación fiscal del inmueble -PESOS SEICIENTOS DIECISIETE MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y NUEVE ($ 617.869-)-. Anuncia que estos valores no tienen ningún tipo de justificación ni criterio. Párrafo aparte señala las reales dimensiones de la edificación, su ubicación y su posible valuación fiscal, indicando que es a partir de aquélla que el Ente recaudador debe liquidar la deuda del inmueble de referencia.

Manifiesta que el 27 de noviembre de 2008 comenzó la tramitación de un expediente administrativo (N° 2360-0085858-2008) persiguiendo la declaración de nulidad de la liquidación de deuda correspondiente al Lote 6 de la Manzana 18, nomenclatura catastral: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6, partida inmobiliaria N° 069-13083-1 y por consiguiente una nueva revaluación fiscal del inmueble y reliquidación de la deuda en cuestión.


Resalta que con fecha 05-12-2008 al dirigirse a la oficina de A.R.B.A. para anoticiarse de la continuidad del trámite administrativo, le es informada la existencia del presente proceso de apremio, aunque dirigido contra el Sr. Pallavicini.

Al tomar contacto con las actuaciones denuncia como irregularidad:



1) El título ejecutivo acompañado en autos es inhábil, desde que tiene como fundamento el inmueble lote 6, manzana 18, nomenclatura catastral: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6, cuyo titular registral es el Sr. Carlos Campomar y no el Sr. Pallavicini. Asimismo, está liquidado sobre una valuación fiscal impugnada.



2) La demanda ha sido mal dirigida, al indicar que el inmueble generador de la deuda pertenece a los Sres. Pallavicini y Fighetti, sin acompañar algún certificado de dominio que así lo acredite.


3) Las notificaciones se cursaron bajo responsabilidad de la parte a un domicilio a cuyos efectos son altamente discutibles y cuestionables. Adiciona que aquéllas son susceptibles de ser declaradas nulas al no haber sido diligenciadas al domicilio denunciado por el titular registral ni al domicilio asiento del inmueble, colocándoselo con ello, en estado de indefensión.


4) En la demanda se solicitó el embargo del inmueble generador de la deuda tributaria, siendo trabado sobre un bien cuya nomenclatura catastral es diferente.


5) Tanto la sentencia de trance y remate como el decreto de venta recaen sobre el inmueble matricula 069-100614, cuya nomenclatura catastral es Circ. IV, Secc. U, Quinta 18, Parc. 6, debiendo determinarse si no hay identificación entre el objeto de la demanda, que pretende ejecutar la deuda del inmueble cuya nomenclatura catastral es: Circ. IV, Secc. U, Quinta 5, Parc. 6.


En función de lo sostenido articuló la tercería de dominio, solicitando la suspensión del acto de subasta y en acápite separado requirió la nulidad de las actuaciones.


Esto último apuntalado en que se ha cumplido con el plazo para su planteo y que inevitablemente la sentencia que recaiga en autos afectará sus derechos como propietario del inmueble generador de la deuda fiscal, resultando por ello interesado. Recuerda que tanto los antecedentes administrativos como el título ejecutivo presentan sendas irregularidades, resultando por lo tanto inhábil. 


Evoca que el fundamento del reclamo fiscal es el inmueble de su propiedad, que se encuentra actualmente registrado a nombre del Sr. Carlos Campomar, por lo que no mediando coincidencia entre el inmueble generador del tributo y el titular, los legitimados pasivos del presente apremio no tendrían que ser los Sres. Pallavicini y Fighetti. 



En esta parcela destaca que la valuación fiscal del inmueble que generó el reclamo fiscal no refleja fielmente la real superficie cubierta, invalidando lo establecido por el ente recaudador y, por consiguiente, la deuda informada. Declama, a renglón seguido, que la determinación del valor del impuesto que pesa sobre los terrenos fue arbitraria y sin base legal, porque en el año 2003 la construcción de la vivienda no estaba terminada, lo que indica que es imposible que una vivienda en construcción presente el valor evidentemente desproporcionado que estableció el organismo tributario. Asimismo, denuncia que oportunamente cuestionó la liquidación practicada, manteniendo sus intenciones de cancelar la deuda en la magnitud que le correspondiera de acuerdo a las características del inmueble.


Finalmente, ofrece la prueba que considera conducente a su petición.


2.a. En resumen, del escrito presentado por el Sr. Stanzione puede deducirse que se blanden dos pretensiones distintas: a) de un lado, la tercería de dominio y en ese contexto la suspensión de la subasta; y (b) del otro, la nulidad del proceso judicial alegando la inhabilidad del título, por estar dirigida contra sujetos que no son los titulares registrales del bien generador del tributo, inmueble que –según denuncia- es de su propiedad.


De acuerdo con la regla "iura curia novit" el juzgador tiene no sólo la facultad sino el deber de resolver los conflictos litigiosos que le fueran presentados por las partes, dirimiéndolos por aplicación del derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos que enuncien las partes, facultad que deriva de los principios esenciales que organizan la función judicial (conf. doct. S.C.B.A. causa B 57.916, “Transportes y Construcciones S.A. y Sociedad Anónima de Obras y Emprendimientos Ambientales Venturino”, sent. de 18-II-2009). 



Desde tal plataforma, advierto que el juez de la instancia se ha atenido rigurosamente al encabezamiento que el presentante diera a su escrito, descuidando que se llevaban ante sus estrados dos concretas pretensiones: una, la de tercería de dominio y la otra, un planteo que bien podría ser subsumido en el supuesto del art. 90, inc. 1º del C.P.C.C., por aplicación de aquel principio (cfr. doctr. Cámara segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial La Plata, Sala I en la causa “Miniot de Dono”, sent. de 08-04-2003).


Si bien no merecería reproche alguno la solución adoptada por el a quo en torno de la tercería de dominio, ya que el presentante no poseeía un interés directo en la suspensión de la subasta de un inmueble que no es de su propiedad y sobre el que no reconoce ningún derecho, no es menos cierto que al omitir el tratamiento de la segunda cuestión planteada, el juez del apremio privó de defensas a quien acreditó ser, en definitiva, el titular del inmueble que generó la supuesta deuda cuya ejecución se sigue en el presente apremio y que motivara la subasta.



En tal contexto, la omisión de tratamiento del expreso, concreto y preciso planteo que en su presentación esgrimió el Sr. Stanzione constituye un serio defecto del pronunciamiento, rayano con el incumplimiento del art. 171 de la Constitución Provincial.


El tratamiento del argumento articulado por el Sr. Stanzione se imponía atento que entrañaba la admisibilidad de su participación en el apremio, desde que lo que se resuelva en dicho proceso repercutirá en su esfera patrimonial al discutirse en autos una supuesta deuda devengada por el inmueble cuyo dominio dice ostentar. En esta senda, entiendo que el juez de la instancia ha omitido el tratamiento de una cuestión encuadrable como esencial, en los términos del art. 168 de la Constitución provincial.


Al decir del Superior Tribunal Provincial, cuestiones esenciales son aquellas que hacen a la estructura de la traba de la litis y conforman de tal manera el esquema del pleito que el sentido y alcance del fallo depende de su estimación (conf. doct. S.C.B.A. causas Ac. 82.372 “Cortegoso”, sent del 17-XI-2004; Ac. 84.254 “Avigo”, sent. del 15-XII-2004; Ac. 85.927 “Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 14-IX-05; Ac. 90.599 “Pérez”, sent. del 29-XI-2006; C 95.035 “Intermar S.A.”, sent. del 7-V-2008; C 95.058 “Boso”, sent. del 18-VI-2008, entre otros; doct. esta Cámara causa A-960-MP0 “Martorello”, sent. del 12-II-2009). 


Como se dijera, en el pronunciamiento apelado el magistrado interviniente centró el debate jurídico en torno a los alcances de la participación del pretensor como titular del inmueble embargado, mas desoyó abiertamente el planteo efectuado sobre la titularidad del bien que genera la deuda fiscal de autos y la improcedencia del reclamo atento la inhabilidad que se denunciaba respecto del título que motivaba la ejecución. 


b. Así las cosas, y atento la reedición del planteo por parte del apelante (v. párr. 2, 3 y 4 del escrito de fs. 118/119), esta Alzada debe resolver si resulta procedente su participación en el presente proceso de apremio en los términos del art. 90, inc. 1º del C.P.C.C. (argto. doctr. art. 253 del C.P.C.C.).


Preliminarmente, es dable indicar que el Impuesto Inmobiliario es un caso típico de los denominados reales, por el cual se exige al contribuyente el pago de un tributo proporcional a la valuación fiscal del inmueble del que resulta titular dominial, usufructuario o poseedor a título de dueño (conf. doct. S.C.B.A. causa B 63.750 “De Lafuente”, sent. de 29-VIII-2007).


Desde tal mirador, la gabela nace a partir de la existencia del inmueble y vinculada necesariamente a su incorporación en el patrimonio de un sujeto que puede gozarlo, usarlo y/o disponerlo (conf. doct. esta Alzada in re P-10-MP2 “Francano”, sent. de 26-VIII-2008). Esta circunstancia torna necesaria prima facie la intervención en el proceso ejecutivo de quien ostenta aquella relación en torno al inmueble que origina el reclamo fiscal (v. fs. 8 y valuación fiscal acompañada por el Fisco a fs. 42). 


Resulta prudente recordar que la base imponible del gravamen radica en la valuación inmobiliaria practicada conforme a la ley 10.707, y que el titular dominial del bien en el período de su devengamiento es, a su vez, el sujeto pasivo del impuesto (arts. 119 y 124 del Código Fiscal, t.o. 1994). De allí que el "interesado", no pueda ser otro que la persona física o jurídica que debe hacer frente a la obligación fiscal en dicho período (argto. doct. S.C.B.A. B 59.591 “B.E.D.A. S.A.”, sent. de 8-X-2008). 
Mal puede defender la procedencia o improcedencia de la deuda –vgr. la valuación fiscal del inmueble, la cancelación de la deuda reclamada, entre otras- quien no tiene frente al bien la obligación de cancelar su gravamen.


Para más, no puede perderse de vista que aún mediando cancelación de la deuda reclamada como consecuencia de la realización del bien embargado en autos –que reitero, no es el generador de la obligación fiscal-, pesa sobre el Sr. Stanzione la posibilidad de ser llamado a repetir la suma que, a la postre, pudiera ser indebidamente pagada por los Sres. Pallavicini y Fighetti (argto. doct. arts. 784, 785 y ccdtes. del Código Civil).


III. En orden a lo expuesto, y en torno al planteo articulado en el apartado V) del escrito de fs. 102/116, entiendo que debe admitirse la intervención del Sr. Stanzione en el presente proceso de apremio en calidad de tercero interesado, bajo el parámetro del instituto procesal reglado en el art. 90, inc. 1° del C.P.C.C.


Con el alcance indicado y en el marco de las facultades que -de conformidad con la doctrina y jurisprudencia- incumben a la alzada en cuestiones como la aquí verificada (conf. doct. esta Cámara en la causa A-500-NE0 “Raffaghelli”, sent. de 25-09-2008), he de proponer al Acuerdo estimar el recurso de apelación impetrado, ello sin perjuicio de la faena que incumbe al magistrado de la instancia de expedirse sobre la procedencia o improcedencia del planteo de nulidad blandido por el ahora tercero interesado, debiendo para ello sustanciar la petición entre las partes (argto. doct. art. 92 del C.P.C.C.; art. 25 de la ley 13.406). Las costas de esta alzada deberán imponerse por su orden al no mediar contradicción (art. 68 del C.P.C.C., art. 25 de la ley 13.406).


Voto por la afirmativa.



Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA


1. Acoger el recurso de apelación incoado por Luis María Stanzione, admitiendo la intervención voluntaria del recurrente como tercero en el proceso (arts. 25 de la ley 13.406; 90 inc. 1º y 253 del C.P.C.C.). Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado al no mediar contradicción (arts. 68 y 274 del C.P.C.C.).


2. Difiérase la regulación de honorarios por la actuación en esta alzada para su oportunidad (art. 31 decreto ley 8904/77).


Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría para la continuidad del trámite de conformidad con lo que aquí se resuelve. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
